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Introducción

			Las migraciones de los antillanos como fuerza laboral para trabajar en diversos segmentos económicos y áreas de Estados Unidos y el Caribe hispano, ya sea insular o continental, ha sido tratada por varios autores de manera general. En un libro de compendio editado en 1985 por Manuel Moreno Fraginals, Frank Moya Pons y Stanley L. Engerman, con el apoyo de la John Hopkins University, se muestra cómo la migración negra de antillanos anglófonos desde diversas fenomenologías sociales, económicas y culturales fue una constante, inclusive como aspecto “laboral” desde los tiempos de la esclavitud en las Antillas hispanas, principalmente, para la segunda mitad del siglo XIX.

			Por su parte, Rosemary Brana-Shute y Rosemarijn Hoefte (1983) dan a conocer el famoso trabajo A Bibliography of Caribbean Migration and Caribbean Immigrant Communities, en donde, tal como lo dice el título, evidencian la bibliografía de lo que existía hasta ese entonces sobre la migración en el Caribe y de las características de las diferentes comunidades de inmigrantes. Bajo perspectivas similares, Annette Insanally, Mark Clifford y Sean Sheriff (2006), con los auspicios de Regional Footprints, publican The Travels and Travails of Early Caribbean Migrants, libro que sirve de radiografía para conocer el entramado social, económico y cultural que tienen las migraciones laborales en el espacio Caribe. Su contribución fue fundamental para el desarrollo de los tejidos productivos en los que estuvieron inmersos, llámense cultivos de caña de azúcar, tabaco, café o banano, o en obras de infraestructura como trenes, industria petrolera o el mismo canal de Panamá, pese a las reticencias de los aspectos raciales o los relacionados con las clases sociales. Además, su presencia contribuyó a la construcción colectiva de la sociedad en los lugares a donde llegaron. George Read Andrews (1997) plantea algo similar del trabajo negro y su exportación entre 1880 y 1930, pero para otras regiones de América Latina (p. 15). Circunstancias que, igualmente, Lara Putnam (2013) materializa en forma clara con su definición de movimientos radicales y políticas de raza a partir de los migrantes caribeños.

			En cuanto al mundo hispano, Colin Clark publica el libro Caribbean Social Relations en 1978. Allí, el capítulo de Elizabeth Thomas Hope trata de la migración laboral intercaribeña desde las Antillas británicas como un fenómeno tradicional que se da después de los movimientos emancipatorios del Caribe hispano. Aspectos estos que Cadence Wynter (2001) hace ver claramente para el caso de Cuba entre 1885 y 1930. Igualmente, Philippe Bourgeois (1989) lo estudia en los países centroamericanos o Repúblicas Bananeras, deteniéndose en los asuntos raciales y la división del trabajo de las migraciones a los cultivos de banano. Casos similares a este, pero de manera específica para Costa Rica, constituyen, los estudios, primeramente, de Aviva Chomsky (1996) sobre la United Fruit Company entre 1870-1940, y, después, el de Lara Putnam (2002) acerca de The Company They Kept entre 1870 y 1960. Desde el punto de vista de las minorías étnicas, los temas de clase y aspectos raciales que representaron estas migraciones como fuerza laboral, también para Costa Rica, los aborda Ronald Harpelle (2001). Bajo esta misma premisa y zona geográfica, también trabaja Trevor Purcell (1993), pero lo hace sobre otros aspectos culturales. Por otro lado, Euraque (1996) reinterpreta el concepto de Banana Republics, especialmente para el caso de Honduras entre 1870-1972. Euraque pone en entredicho la construcción del Estado-nación y enfatiza que en estos procesos se dan las bases de una nueva configuración regional.

			Un estudio pionero sobre la entrada y salida de jamaicanos al mundo del banano y a otros trabajos de plantaciones en el Caribe es el de George Robert (1957), quien hace un recuento detallado de la población de Jamaica y sus vaivenes, fruto del flujo migratorio permanente, en el que muestra estadísticas concretas para ciertos casos. Posteriormente, Gisela Eisner (1961) pone en evidencia, desde un análisis económico del periodo 1830-1930, por qué la gente de esta isla antillana migra a otras partes a buscar trabajo. Para ello, toma como base los indicadores de marginalidad y pobreza en que estaba sometida esa colonia de Inglaterra. Otro trabajo que ilustra la migración laboral desde Jamaica y enfatiza la labor negra y el capital blanco es el publicado por Elizabeth McLean Petras (1988), que analiza esta problemática socioeconómica desde 1850 hasta 1930.

			Las migraciones de trinitarios y tobaguenses hacia el resto de las islas del Caribe y de la América continental, en especial para Venezuela —en las construcciones de infraestructura vial y ferroviaria, así como de la industria petrolera—, y, en menor medida, para los países centroamericanos y Colombia en el asunto bananero, las ha estudiado en profundidad Kelvin Sing (1994). Para el caso de los oriundos de Saint Kitts y Nevis, Bonham C. Richardson (1983, pp. 16-28) publicó un artículo acerca de cómo fue el desarrollo de la isla, cómo vivían y sobrevivían los habitantes y cómo ello originó las migraciones a otros puntos del Caribe. Este mismo autor plantea algunos aspectos similares en otro trabajo, pero bajo casuísticas propias de Barbados, analizando el proceso migratorio hacia el canal de Panamá y el capital circulante e inversiones que se hicieron allí debido a la mano de obra inmigrante en este país, primero colombiano y después como república independiente. Bonham Richardson (1985) hace la serie de tiempo para 1900-1920 y tiene en cuenta que Panamá fue territorio de Colombia hasta 1903.

			Otro autor que trabaja sobre la labor de afrodescendientes en el canal de Panamá y el ferrocarril, para ese entonces provincia de la Nueva Granada, es Velma Newton (1984), quien desde una perspectiva muy amplia hace un análisis de esta fenomenología desde 1850 hasta 1914, o sea, en el período de la construcción del Canal, incluso desde la época en que la obra era francesa —por la concesión que tenía contratada ese país con Colombia—, y termina con la puesta en marcha de las esclusas a cargo de los estadounidenses. Otra publicación sobre la labor negra de antillanos de la West Indies en esta infraestructura interoceánica es la de Michael L. Conniff (1985), en un proceso que abarca de 1904 a 1981. También está el trabajo de Olive Senior (2014), que concentra todo su esfuerzo investigativo en dar a conocer la trashumancia hacia procesos laborales de gente negra y procedente de las Antillas británicas a las obras del canal de Panamá.

			El libro Migraciones antillanas: trabajo, desigualdad y xenofobia recoge estudios de casos de la diáspora de trabajadores antillanos, de Haití y de las Antillas británicas, en el Gran Caribe en los siglos XIX y XX. Todos los trabajos recuerdan la correlación entre crecimiento económico e inmigración. Dentro de este esquema se analiza el desarrollo de las industrias azucarera, bananera, del cacao o del café desde la década de 1880, lo que produjo la necesidad de importar abundante mano de obra. Ello se tradujo en la entrada de inmigrantes, estacionarios o definitivos, que fueron contratados con salarios más bajos. Así mismo, la construcción del canal de Panamá, de carreteras o de vías férreas requirió una gran masa de fuerza laboral que procedió de países marcados por un estancamiento económico, bajos salarios, escasez de recursos o de tierras, altos precios de productos de primera necesidad, desempleo, superpoblación y crisis políticas. Estos factores presentes en distintos momentos en Haití y en las Antillas británicas provocaron desde mediados del siglo XIX la diáspora antillana, que comenzó a desplazarse por distintos países donde se crearon comunidades diaspóricas y transnacionales. República Dominicana, Panamá, Cuba, Costa Rica, Honduras, Colombia y Estados Unidos fueron varios de los países que contrataron esta fuerza laboral cuyo trabajo fue fundamental para la expansión de sus economías. Además del análisis de la relación entre el crecimiento económico y la fuerza laboral, los textos que integran el libro penetran en las dinámicas raciales de las sociedades postesclavistas, en la relación entre clase y raza, algunos de ellos entre clase, raza y género, y en el examen de la construcción de discursos identitarios y xenófobos en los que estos trabajadores fueron identificados con distintos nombres: yumecas en Colombia, cocolos en República Dominicana, tórtolos en Puerto Rico o negros de habla inglesa en Honduras.

			La llegada de inmigrantes antillanos a Cuba es abordada por Oscar Zanetti Lecuona y Consuelo Naranjo Orovio. Oscar Zanetti, en “Los braceros jamaicanos en la industria azucarera cubana: el caso de la United Fruit Company”, analiza el crecimiento de la producción azucarera en Cuba entre 1903 y 1925, que lo vincula a la llegada de braceros inmigrantes, cuyo trabajo fue clave para impulsar el crecimiento de la economía. Su estudio se centra en la expansión azucarera llevada a cabo por las compañías norteamericanas tras la adquisición de tierras en la parte oriental y la construcción de grandes centrales azucareras. Para realizar el trabajo, la United Fruit Company —primero centrada en las plantaciones bananeras y luego en el azúcar— requirió contratar anualmente braceros procedentes, fundamentalmente de Haití y de Jamaica, aunque también llegaron de otras Antillas británicas. Para la entrada de estos inmigrantes, fue preciso la connivencia entre el Gobierno y los azucareros, que ajustó las leyes a sus demandas.

			Por su parte, Consuelo Naranjo Orovio, en “Inmigrantes antillanos en Cuba: discursos económicos, raciales e identitarios, 1910-1940”, analiza la llegada de inmigrantes y su relación con la construcción de discursos identitarios y raciales y el diseño de políticas migratorias, que fueron variando en función del crecimiento de la producción azucarera y de las presiones de los sectores azucareros. La respuesta ante la presencia de los braceros antillanos fue muy distinta. El grupo integrado por intelectuales, científicos y académicos consideró que la contratación de estos braceros era un factor que retrasaría e incluso perjudicaría la integración nacional, además de debilitar la soberanía nacional. Para ellos, la entrada de esta fuerza laboral aumentaría la diversidad racial, lo cual suponía una amenaza para el “porvenir de la nación” homogénea sobre la que la élite blanca descansaba la identidad nacional. El otro grupo lo encabezó el sector azucarero, que defendió la entrada de los trabajadores antillanos para mantener e incrementar la producción azucarera. El ataque a la inmigración de antillanos contuvo distintos elementos de tipo social, cultural, higiénico-sanitario y económico. Algunos médicos aportaron al debate sus ideas sobre el carácter antisanitario de esta migración y el peligro que suponía para la población del país. Algunos juristas subrayaron la necesidad de limitar su entrada y controlarla como hacían otros países del continente americano, otros les incriminaron señalándoles como criminales y delincuentes, mientras que algunas asociaciones y gremios laborales lanzaron campañas en su contra por considerar que rebajaban los salarios y restaban oportunidades laborales al cubano. Su entrada en Cuba se mantuvo desde la década de 1910 hasta crisis económica de los años treinta, momento en que el país cerró las puertas a la inmigración y comenzó su repatriación.

			Estos debates en los que con frecuencia se equiparó la cultura con la etnia, o lo que en esos momentos llamaban “raza”, y en los que el inmigrante, el extranjero, era considerado un peligro para la cultura y un “enemigo de la nación” son también abordados en otros capítulos del libro por Jorge Enrique Elías-Caro, Diana Senior Angulo, Yesenia Martínez García y Reina Rosario.

			El legado sociocultural de las poblaciones inmigrantes en el Caribe colombiano procedentes de Jamaica, Trinidad y Tobago, Barbados, Santa Lucía y Granada es examinado por Jorge Enrique Elías-Caro en el capítulo titulado “‘Yumecas’”. West Indies workers en el enclave bananero de la United Fruit Company en el Magdalena (Caribe colombiano), 1900-1940”. En él repasa el proceso migratorio de miles de personas afrodescendientes, conocidos como “yumecas”, procedentes de las Antillas británicas para trabajar en el enclave bananero de la United Fruit Company en el Magdalena y su economía integrada entre 1900 y 1940. El estudio examina los flujos migratorios, su procedencia, además de las zonas de residencia y las relaciones entre los trabajadores inmigrantes destinados al sector bananero con las dinámicas propias del departamento del Magdalena; en especial, analiza los factores sociales, culturales y económicos.

			Diana Senior Angulo, en su texto titulado “En sintonía con los tiempos: perfil ocupacional y división sexual del trabajo de la población afrocaribeña en Costa Rica durante la primera mitad del siglo XX” examina la segmentación del contingente laboral que se establece inicialmente en la provincia de Limón, entre finales del siglo XIX, y durante la primera mitad del siglo XX. Realiza la investigación desde la perspectiva de la división sexual del trabajo, la cual formó parte de la oferta laboral ofrecida y asumida por mujeres y hombres afrocaribeños. El análisis de los censos de población le ayudan a profundizar en términos de la división sexual del trabajo.

			Yesenia Martínez García, en su trabajo “El Caribe hondureño y su negritud ¿una amenaza para los obreros o un peligro para la Nación?”, acomete el estudio de la población antillana trabajadora, llamada población negra de habla inglesa, en el contexto de la economía de plantación en el Caribe hondureño durante las primeras tres décadas del siglo XX. La élite política, los intelectuales y las organizaciones obreras criticaron en la prensa la presencia de esta fuerza laboral a la que se referían como “el problema negro”. Como en otros países, las diferencias étnicas se usaron para denostar a esta población que no daba la imagen “positiva” que debía tener una nación moderna. Para ello, la autora analiza los discursos, mecanismos legales o manifestaciones de rechazo de parte del Estado, intelectuales, obreros y medios de comunicación como la prensa, en el marco de la construcción de la imagen de la nación moderna y homogénea.

			El capítulo de Reina Rosario, “Migraciones caribeñas de las colonias inglesas hacia Costa Rica y República Dominicana: procesos raciales y el impacto de las ideas de Garvey (1872-1950)”, invita a pensar la racialización a que fueron sometidos los migrantes antillanos negros que llegaron a Costa Rica y República Dominicana a finales del siglo XIX y el impacto de las ideas de Marcus Garvey sobre ellos. Como en otros países del área, el inicio de esta migración obedeció a causas económicas y a la penetración de capital norteamericano en los enclaves bananeros y centrales azucareras. La movilidad y el cambio fueron características de estas migraciones. En el caso de República Dominicana en los años veinte del siglo XX, los antillanos británicos fueron remplazados por haitianos. En Costa Rica, en la década de 1930, los migrantes se trasladaron del Caribe al Pacífico, donde las leyes impedían la contratación de afrodescendientes, con lo que se les sometía a segregación territorial. La autora muestra cómo en estos dos países los inmigrantes lograron mantener y redefinir su identidad basándose en logias y sociedades de ayuda mutua, así como en el trípode familia-Iglesia-escuela. En ambos, su legado cultural forma parte de la cultura nacional, especialmente en la música y el baile.

			La contribución de los trabajadores antillanos a la construcción del canal de Panamá es abordada por Juan Santiago Correa Restrepo en “Infraestructura ferroviaria y migración en Panamá, siglos XIX y XX”. Tras un balance historiográfico sobre las migraciones antillanas, el autor pasa a tratar la contratación de trabajadores en Panamá. Las condiciones difíciles del trabajo, por el clima, la higiene y el propio trabajo, fueron uno de los principales problemas que tuvo que resolver la compañía para reclutar personal. Durante el tiempo de la obra, se contrataron entre seis mil y siete mil personas, la mayoría de ellas provenientes de Jamaica o del departamento de Bolívar, en Colombia, así como martiniqueños, chinos, alemanes, portugueses, irlandeses, indios y austriacos, como consecuencia de las dos grandes obras de infraestructura iniciadas a mediados del siglo XIX: el ferrocarril y el canal. El determinismo geográfico en las teorías sobre las diferentes capacidades de adaptación y de trabajo de los pueblos estuvo presente en la política de contratación que, según las fuentes, prefirieron trabajadores negros y mulatos al pensar que estaban mejor adaptados a las condiciones de la zona, por lo que soportarían más los rigores del clima y el trabajo.

			La diáspora antillana continúa en la actualidad. Miles de personas se trasladan por América y Europa buscando un destino mejor. La comunidad diaspórica haitiana en Miami se afirmó como un importante polo de inmigración para los haitianos y la primera concentración de migrantes haitianos en EE. UU durante la segunda mitad del siglo XX. En este país, las comunidades haitianas más importantes se localizaban especialmente en Miami, Nueva York, Nueva Jersey y Boston. De eso se trata el capítulo que da cierre a este libro, “Los haitianos de Miami: ¿una comunidad en vías de integración?”, de Cédric Audebert. Este analiza los fundamentos históricos y sociales de la estructuración comunitaria de esta población y su dinámica geográfica en la ciudad capital del estado de Florida. Según demuestra el autor, el perfil demográfico, cultural y socioeconómico de la población migrante haitiana permite comprender su organización y su inserción en el espacio de Miami, así como las traducciones espaciales de la dinámica demográfica y social de esta comunidad desde hace más de cuarenta años.
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Los braceros jamaicanos en la industria azucarera cubana: el caso de la United Fruit Company1


			Oscar Zanetti Lecuona

			Academia de la Historia de Cuba

			En poco más de veinte años (1903-1925), la producción azucarera de Cuba se quintuplicó, llegando a sobrepasar cinco millones de toneladas. Semejante progresión productiva en un país que había sufrido los embates de una cruenta guerra, cuya población apenas totalizaba 1,6 millones de habitantes al comenzar el siglo XX, hubiese resultado imposible sin un cuantioso aporte migratorio. Formando contingentes anuales que llegarían a decenas de miles de individuos, ya fuese como empleados estacionales o inmigrantes definitivos, los trabajadores extranjeros constituyeron una fuerza de trabajo decisiva para impulsar el crecimiento de la economía. Fuente principal de aquel torrente humano fue España, la antigua metrópoli, pero, a efectos de la expansión azucarera, la contribución fundamental la hicieron braceros procedentes de tierras más cercanas: del vecino Haití, de Jamaica y de otras posesiones británicas en el archipiélago antillano.

			
La United Fruit Company en el oriente cubano

			El formidable incremento que experimenta la producción azucarera cubana durante las primeras décadas del siglo XX tuvo su escenario mayor en las provincias del este del país, un territorio que había quedado al margen de la expansión de la plantación esclavista en la centuria anterior. En 1901, las entonces provincias de Camagüey y Oriente apenas elaboraban 13% de las 650.000 toneladas de azúcar producidas ese año; un cuarto de siglo después, su participación alcanzaría casi 60% de una zafra ocho veces mayor. Los agentes fundamentales de tan vertiginoso crecimiento fueron compañías norteamericanas, las que, valiéndose del control político y económico adquirido por Estados Unidos en Cuba, comenzaron a apropiarse de tierras en las regiones orientales y fomentaron colosales fábricas de azúcar. Una de las pioneras en ese movimiento inversionista fue la United Fruit Company, cuyas operaciones se iniciaron en 1899. Resultado de la fusión —en el propio año 1899— de la Boston Fruit Company y las firmas de Minor C. Keith, empresario norteamericano con fuertes inversiones ferroviarias y bananeras en Centroamérica, la United Fruit tuvo desde su origen algunos intereses en Cuba, producto de las actividades de la Boston Fruit, que, además de poseer plantaciones de banano en Jamaica, llevaba años comerciando con fruta de origen cubano en Estados Unidos. En correspondencia con ese perfil, el objetivo primario de la nueva empresa en Cuba no fue el azúcar, sino la producción bananera.

			En las décadas finales del siglo XIX, el banano en Cuba era un floreciente negocio que desde la zona de Baracoa había extendido su cultivo hacia el oeste, a lo largo de la costa norte oriental. La más reciente de esas plantaciones se había fomentado en los alrededores de la bahía de Banes, debido a la iniciativa de la familia Dumois, que en 1887 adquirió o arrendó más de 20.000 hectáreas en tierras banenses, las cuales se propuso explotar mediante tres firmas: la Banes Fruit Company, la Samá Fruit Co. y la Dumois Fruit Company, esta última destinada a la comercialización. En 1895, las empresas de Dumois aportaron casi un tercio de los 6,8 millones de racimos de banano cubano exportados al mercado norteamericano, pero esa producción se desplomaría al año siguiente, tras el inicio de la guerra de Independencia. Los hermanos Dumois marcharon entonces a EE. UU., donde Hipólito —que actuaba como cabeza de familia— vendió parte de las acciones de sus empresas a la Boston Fruit. De modo que, al constituirse la United Fruit, ya tenía en cartera valores cubanos en cuantía cercana al millón y medio de dólares, activos engrosados con un nuevo aporte de los Dumois, que se incorporaron como accionistas minoritarios a la nueva compañía.

			Las primeras gestiones de la United Fruit en Cuba estuvieron encaminadas a rehabilitar las plantaciones bananeras. Designado administrador de la empresa en Banes, Hipólito Dumois conjugó dicha actividad con la adquisición de nuevos terrenos para la compañía en las vecinas haciendas de Mulas y Tacajó. Aunque la producción y exportación de banano mostraba renovado vigor, muy pronto se hizo evidente que el desarrollo de ese renglón no constituiría el objetivo primordial de la compañía, cuyo presidente, Andrew Preston, se había percatado de que la producción azucarera podría reportarle mayores beneficios. Con la reorientación del negocio hacia el azúcar, las tierras adquiridas se dedicaron en su mayor parte a la siembra de caña, para cuyo procesamiento comenzó a montarse una fábrica en cayo Macabí, al borde de la bahía de Banes, que contaría con facilidades portuarias para la exportación directa del dulce producto. El central Boston —como se denominó a la nueva industria— realizó su primera zafra en 1901, campaña que, por las necesidades de ajuste de la maquinaria y cierta inexperiencia organizativa, distó de resultar un éxito. Sin embargo, al año siguiente, con la instalación de un nuevo molino, el Boston produjo casi 20.000 toneladas de azúcar, ubicándose entre los mayores centrales de la isla. La opción azucarera de la United Fruit, además de implicar cambios en el personal administrativo y técnico del negocio, generó también una mayor demanda de recursos, particularmente en lo relativo a materia prima y fuerza de trabajo (García Álvarez, 2008, pp. 103-108).

			Para satisfacer las necesidades inmediatas y potenciales de caña de azúcar, la United desató un voraz proceso de apropiación de terrenos, facilitado por el hecho de que casi todas las tierras en la zona de Banes se hallaban bajo el impreciso régimen de propiedad de las llamadas haciendas comuneras. En tal sentido, la Orden Militar 62 dictada por el Gobierno interventor norteamericano constituyó un útil instrumento legal, pues, bajo sus provisiones y contando con los servicios de habilidosos abogados, la compañía pudo promover el deslinde de dichas haciendas y apropiarse de terrenos bastante más extensos que los que realmente había adquirido. Como resultado de esas prácticas, al cabo de una década (1913), la United Fruit figuraba como propietaria de unas 37.000 hectáreas de tierras banenses. Hipólito Dumois, eficaz agente en dicho proceso, brindó otro extraordinario servicio a la compañía, al gestionar la compra a bajo precio de los Terrenos de Nipe, extenso latifundio de más de 60.000 hectáreas, cuya adquisición propició el avance de la United hacia la zona de Mayarí.

			Un acaparamiento de tierras de tal envergadura pudo llevarse a cabo con notable rapidez porque la compañía se había asentado en territorios de escasa población. La región que se extendía a lo largo de la costa norte oriental tenía muy baja densidad demográfica; en la zona de Banes, apenas nueve habitantes por km2, y en la de Mayarí, aún menos: 5,5, cifras ambas bien por debajo del promedio nacional de 14,18 habitantes por km2 en 1899. Si dicho cuadro poblacional operaba en favor del control de la región por parte de la United Fruit, la pobreza en recursos humanos podía convertirse en una amenaza para el desarrollo de sus actividades. En un primer momento, cuando estas todavía no alcanzaban particular intensidad, la demanda de fuerza de trabajo pudo satisfacerse a partir de trabajadores locales —sobre todo en Banes—, cuyas filas la propia compañía contribuyó a incrementar con los campesinos despojados de sus tierras por el deslinde de las haciendas comuneras. A ello debe añadirse el natural atractivo que sobre los pobladores de otras provincias y algunos inmigrantes hubo de ejercer el desbroce y cultivo de tierras en un país cuya economía emergía de la guerra. Pero, para el crecimiento perspectivo de los negocios, la escasez de mano de obra se perfilaba como un serio problema.

			
Expansión azucarera y fuerza de trabajo

			A partir de 1905, la situación laboral de la United Fruit comenzó a complicarse. A las inversiones destinadas a duplicar la capacidad productiva del central Boston, se sumaban los requerimientos de mano de obra de la Samá Fruit y, sobre todo, el fomento de un nuevo central, el Preston, que entraría en producción en 1907 con una capacidad de molida que demandaba el cultivo —y la posterior cosecha— de extensas plantaciones cañeras en los Terrenos de Nipe. Debe, además, tenerse en cuenta que, a 60 kilómetros al oeste de Banes, otra compañía norteamericana, la Cuban American Sugar, había puesto en explotación un gran ingenio, el Chaparra, mientras que la conclusión del ferrocarril central entre Santa Clara y Santiago de Cuba, por la también norteamericana Cuba Company en 1902, había abierto a la explotación inmensos espacios prácticamente vírgenes en las provincias de Camagüey y Oriente. Esa misma compañía ferroviaria estaba tendiendo un ramal hacia la bahía de Nipe, y en un punto de su litoral cercano a Banes construía los muelles y almacenes de lo que sería el puerto de Antilla, que aspiraba a convertirse en uno de los mayores exportadores del país.

			Ante la manifiesta escasez de mano de obra —Boston había enfrentado un serio déficit de trabajadores en la zafra de 1904— el gerente de la United Fruit en Banes, Harold Harty, solicitó a Manuel Silveira, representante de la compañía en La Habana, que gestionase con el presidente de la República, Tomás Estrada Palma, permisos para contratar personal en el extranjero; en particular, para traer y asentar en sus propiedades a 300 labradores de Islas Canarias, cuya contratación estaría a cargo de Elders & Fyffes, una firma bananera asociada que operaba en dicho archipiélago (Zanetti y García, 1976, p. 209).

			La gestión de la United enfrentaba un difícil obstáculo legal. Casi a punto de terminar su mandato en Cuba, el 15 de mayo de 1902, el Gobierno interventor norteamericano había dictado la Orden Militar 155, que declaraba ilegal la introducción e inmigración de extranjeros mediante contrato o convenio con el propósito de emplearles en trabajos u ocupaciones de cualquier clase. Concebida para allanar el camino a la firma de un Tratado de Reciprocidad Comercial con la futura República de Cuba, dicha prohibición ofrecía garantías a los productores remolacheros estadounidenses contra una potencial competencia del azúcar cubano elaborado con trabajo barato. En medio de la escasez de mano de obra, esa regulación migratoria actuaba como un freno al crecimiento de la producción azucarera, de modo que compañías y hacendados, tanto individualmente como mediante gestiones de la Liga Agraria que los representaba, procuraron del Gobierno cubano una normativa más laxa que facilitase la introducción de trabajadores. Dichas demandas fructificaron en la ley de Inmigración y Colonización promulgada en julio de 1906, la cual propiciaba, bajo ciertas condiciones, la inmigración de familias, así como de braceros destinados a faenas agrícolas procedentes de Europa y de Canarias. La nueva legislación involucraba al Estado como promotor de la inmigración y no solo permitía, sino que alentaba la contratación de los inmigrantes por parte de compañías y terratenientes, quienes podrían introducirlos a través de determinados puertos de la isla una vez obtenida la autorización gubernamental (Pichardo, 1969, t. 2 pp. 199-201 y 273-276).

			En 1905, cuando aún se tramitaba la ley migratoria, la United Fruit obtuvo permiso para introducir 300 trabajadores de Canarias, 100 de ellos con sus familias, a los que asentó en dos caseríos construidos al efecto, medida en la que se perfilaba un plan de colonización destinado a asegurar a la empresa un mínimo de fuerza de trabajo. Sin embargo, esa estrategia laboral cambió al aprobarse al año siguiente la ley de inmigración, pues la puesta en vigor de dicha normativa abrió la posibilidad de obtener mano de obra de manera temporal contratando los braceros en los momentos y en la cuantía que se les necesitase, fórmula ideal para una industria de tipo estacional como la azucarera. Así, junto a los jornaleros españoles que la compañía había venido reclutando mediante contratistas, se hizo notar la presencia de braceros procedentes de Jamaica.

			El empleo de trabajadores jamaicanos fue una posibilidad que los ejecutivos de la United habían contemplado desde muy temprano, pues como la compañía explotaba plantaciones bananeras en Puerto Antonio y otras localidades de la isla vecina, su contratación podía resultar relativamente sencilla. En la medida en que las ordenanzas migratorias abrieron espacio para ello, la UFCo. parece haber realizado de manera más o menos encubierta algunas de esas operaciones, pero sus agentes sobre todo se dedicaron a contratar jamaicanos, que con frecuencia arribaban como inmigrantes ilegales a la costa sur de la provincia de Oriente. Tanto en Banes como en el central Preston —cuyas zafras a partir de 1909 superaron 40.000 toneladas—, el empleo de macheteros jamaicanos se hizo notar y, aunque en su mayoría estos se contrataban sobre bases estacionales para hacer la zafra, algunos terminaron por radicarse en la zona. En 1911, un censo efectuado por la United Fruit en su División Banes registraba un total de 1.187 residentes extranjeros, en su gran mayoría (915) españoles, pero entre los cuales aparecían en segundo lugar 138 súbditos británicos, casi todos ellos jamaicanos (Sintes, Abreu y Bellido, 2013, p. 43).

			Las diversas fórmulas migratorias arbitradas, aunque significaron un respiro para la compañía, no constituían una garantía en cuanto a la disponibilidad de fuerza de trabajo. Sobre todo, porque la producción azucarera en la provincia oriental continuaba aumentando aceleradamente, y con ella, la competencia entre empresas para agenciarse trabajadores. La zafra de 1913, que en Oriente superó medio millón de toneladas, según los estimados requirió 15.000 trabajadores más que la cosecha realizada en esa provincia tres años antes. De no conseguirse una oferta adecuada, la ascendente demanda de fuerza de trabajo impulsaría una tendencia al aumento del salario que los distintos empleadores deseaban evitar.

			En 1910, la puesta en vigor del decreto que reglamentaba la aplicación de la ley de Inmigración y Colonización despejó el camino para una solución de largo alcance, pues permitía a personas jurídicas y naturales la introducción de “colonos inmigrantes”. A tenor de ese reglamento, en 1913, la Nipe Bay Company —subsidiaria de la United Fruit que operaba el central Preston— obtuvo, mediante decreto presidencial de José Miguel Gómez, el primer permiso concedido por el Estado cubano para traer a sus plantaciones cañeras un millar de braceros antillanos. Antes de que concluyera ese propio año, el nuevo presidente de la República, Mario García Menocal, dictaba otro decreto autorizando la libre entrada al país de los trabajadores de las obras del canal de Panamá —muchos de ellos jamaicanos— que estaban a punto de concluir.

			Aunque gracias a la reiteración de los permisos presidenciales desde 1914 hasta 1917 ingresaron en Cuba un promedio de 10.000 braceros antillanos por año, en el mismo lapso entraron en actividad 25 nuevos centrales azucareros —nueve de ellos en la provincia de Oriente— y la producción del dulce aumentó en 600.000 toneladas, manteniéndose en ascenso la demanda de mano de obra. Al concluir la zafra de 1915, el jefe del departamento de Agricultura de la United en Banes advertía al administrador Harty que la próxima zafra debía empezar temprano para asegurarse trabajadores, pues la tardanza en iniciar la cosecha recién concluida había provocado que algún personal se marchase a laborar a los centrales vecinos. Como los permisos para introducir braceros al parecer no satisfacían plenamente la demanda, la compañía había movilizado sus agentes para reclutar esos trabajadores en localidades del sur de la provincia —principalmente en Guantánamo—, por donde entraban al país muchos inmigrantes ilegales. Dicho tráfico motivó una encendida campaña de prensa contra la entrada de los braceros antillanos, en la cual se entremezclaban sentimientos racistas con los intereses de algunos hacendados cubanos de las provincias occidentales, quienes consideraban que el empleo de esos trabajadores baratos otorgaba una ventaja injustificada a las compañías azucareras norteamericanas. Estas, sin embargo, movieron sus influencias en Washington y aprovecharon la entrada de Estados Unidos (y de Cuba) en la Primera Guerra Mundial para conseguir que el presidente Menocal solicitase al Congreso la redacción de una ley autorizando la libre entrada de braceros antillanos al país hasta dos años después del cese de las hostilidades, la cual fue promulgada en agosto de 1917 (Chailloux, 2015, pp. 44-47).

			Gracias a la nueva disposición, de un ingreso de 19.701 braceros inmigrantes registrados en 1918 se saltó a 34.231 al año siguiente, llegándose a un tope de 63.190 en 1920, cuando las cotizaciones del azúcar superaron momentáneamente 20 centavos de dólar por libra. El repentino desplome del precio hasta menos de 4 centavos antes de que terminase ese año y la oleada de quiebras que lo acompañó pusieron un freno a la introducción de trabajadores contratados, que descendió hasta un mínimo de 5.864 en 1922.2 La Gran Guerra, por otra parte, había terminado en noviembre de 1918, y de acuerdo con lo estipulado por la vigente ley migratoria de 1917, la importación ilimitada de braceros debía finalizar. Aunque se apeló al subterfugio de que Cuba aún no había firmado la paz con Hungría para mantener libres los ingresos en 1921, el manifiesto cambio en la coyuntura azucarera imponía una revisión. No solo el precio del dulce se situaba a un nivel relativamente bajo, sino que, como resultado de ello, en Estados Unidos tomaba fuerza una tendencia proteccionista impulsada por los intereses remolacheros que intentaba poner término al crecimiento de las exportaciones cubanas. De concretarse una limitación de la producción en Cuba, el cese de la inmigración de braceros haría recaer la mayor parte de esa eventual disminución productiva en los grandes centrales norteamericanos del este del país, posibilidad a la que apostaron los hacendados cubanos desatando una feroz campaña contra la inmigración de antillanos (Zanetti, 2006, pp. 38-43).

			Los intereses de las compañías azucareras norteamericanas en Cuba eran lo suficientemente poderosos para imponerse en aquel larvado enfrentamiento, pero si bien la inmigración antillana hubo de mantenerse, ahora habría de realizarse sobre nuevas bases. Después de un primer decreto dictado en junio de 1921, que disponía el reembarque de los braceros introducidos a partir de 1917 —el cual tuvo un cumplimiento muy parcial—, se retornó al régimen de autorizaciones para la introducción de trabajadores contratados en 1923, permisos otorgados en determinadas cuantías a las compañías que lo solicitasen; al recibir la autorización, estas asumían el compromiso de repatriar a los trabajadores una vez finalizadas sus ccontratos. Amparadas por las autorizaciones, las entradas de braceros continuaron efectuándose con cuantías anuales que oscilaban entre 20.000 y 30.000 individuos, hasta que las evidencias de una crisis profunda y dilatada en 1929 determinaron el cierre definitivo de ese deplorable tráfico humano.

			Los vaivenes legislativos ocasionaron altibajos en la inmigración, pero en ningún momento la interrumpieron. De 1907 a 1930, ingresaron en Cuba unos 315.000 inmigrantes antillanos, a los cuales debería añadirse una gran cantidad de individuos —bastante superior a 100.000— que al entrar fueron registrados como “pasajeros”, que eran inmigrantes en su gran mayoría, pero cuya cantidad efectiva es imposible precisar. La cifra registrada de “inmigrantes” comprendía dos corrientes principales: los haitianos, de los que se contabilizaron 183.983 entradas, y los jamaicanos, que totalizaban 120.972; a este último contingente se suman a los efectos prácticos un poco más de 8.000 inmigrantes procedentes de las Antillas menores, en su gran mayoría súbditos británicos a quienes se les englobaba bajo la denominación genérica de “jamaiquinos”. Hasta 1916, los inmigrantes jamaicanos fueron los más numerosos, pero a partir de la liberalización del tráfico de braceros y hasta la finalización del ciclo inmigratorio, resultaron superados por los haitianos, excepto en el año 1919.3

			Si bien el principal motor de tan nutrida corriente migratoria era la demanda de fuerza de trabajo en las plantaciones de Cuba, esta se vio igualmente favorecida por las circunstancias socioeconómicas en que la mayor parte de las islas antillanas arribaron al siglo XX, las cuales impulsaban a emigrar a muchos de sus pobladores. Tras sufrir las devastaciones derivadas de un cruento proceso independentista, la economía haitiana se vio aplastada por el compromiso de pago de una elevada indemnización a Francia, su antigua metrópoli. En la nueva república, la tierra había sido acaparada en su mayor parte por la oficialidad militar y figuras políticas; los exesclavos, frustradas sus aspiraciones de acceso a la tierra, provocaron sucesivas revueltas campesinas, factor que, junto al extendido empleo de la aparcería, propició la atomización de la estructura agraria, con el predominio de minifundios cada vez menos capaces de satisfacer las necesidades de las crecientes familias haitianas. Al producirse la ocupación militar de Haití por Estados Unidos en 1916, esa situación se había tornado crítica, de modo que las autoridades norteamericanas encontraron en la emigración de trabajadores —tanto hacia Cuba como a la vecina República Dominicana— una oportuna válvula de escape (Castor, 1978, pp. 54-56).

			En Jamaica, los esclavos liberados por la abolición en 1833 abandonaron masivamente las plantaciones, lo cual ocasionó el desplome de la producción azucarera en la isla. Para proveerse de fuerza de trabajo, los propietarios apelaron a la inmigración contratada de unos 40.000 braceros de India, los cuales propulsaron una dinámica demográfica que ya venía acelerándose sobre bases naturales. Al finalizar el siglo XIX, con una densidad que superaba 60 habitantes por km2, la población de Jamaica excedía la oferta de empleo de su economía, situación que se agravó a inicios del XX por los efectos de dos huracanes que devastaron las plantaciones de la isla. La tendencia migratoria que ya había conducido a miles de jamaicanos hacia las obras del canal de Panamá y a las plantaciones bananeras en Centroamérica cobró entonces mayor impulsó, alimentando dos cuantiosas corrientes de emigrantes, una dirigida a Estados Unidos y la otra a Cuba.

			
Los braceros antillanos y la United Fruit

			El peculiar sistema adoptado por la United Fruit para desarrollar su negocio azucarero hizo que esa compañía figurase entre las que empleaban un mayor número de braceros. A diferencia de empresas como la Cuban American o la West Indies, que fomentaron la mayor parte de sus cañaverales mediante el arriendo de tierras a colonos —agricultores que, en virtud de tal contrato, quedaban obligados a abastecer de caña a sus centrales—, la United, quizá por la experiencia acumulada en las plantaciones bananeras, asumió directamente la producción de 90% de la materia prima procesada en sus dos ingenios. Además de garantizar el suministro de caña, esa práctica a menudo fue fuente de ganancias adicionales, pero exigía disponer de recursos para desbrozar y preparar las tierras, sembrarlas, cultivarlas y, finalmente, cosecharlas, exigencia especialmente rigurosa en materia de fuerza de trabajo.

			La circunstancia apuntada permite comprender por qué la United siempre figuró entre los más activos promotores de medidas que facilitasen la introducción de braceros contratados. Los diversos medios empleados por la compañía durante sus primeros años en Cuba para asegurar la permanencia de los trabajadores inmigrantes explica la extraordinaria dinámica demográfica de los municipios de Banes y Mayarí. Apenas en dos décadas estos triplicaron sus poblaciones; en el primer caso, creciendo de 7.336 habitantes en 1899 a 26.694 en 1919, y Mayarí de 8.504 a 28.793 durante el mismo lapso. Después de la introducción de antillanos autorizada en 1913, la compañía parece haber satisfecho puntualmente sus necesidades adicionales de mano de obra mediante la contratación de inmigrantes que entraban por vías ilegales, a juzgar por el frecuente envío de sus reclutadores a Guantánamo, principal mercado de braceros en la región oriental. Sin embargo, tras la aprobación de la ley de 1917 que liberalizó la entrada de obreros extranjeros, hay evidencias de que la empresa comenzó a contratar sus braceros en Haití y Jamaica, los cuales hacía desembarcar por las instalaciones portuarias de sus centrales en Banes y Nipe (Zanetti y García, 1976, pp. 215-216).

			La cantidad de braceros introducidos por la United Fruit durante la etapa de “libre importación” (1918-1921) resulta difícil de establecer, pues solo se encuentran datos parciales; pero ese movimiento se hace más claro y bien determinado a partir de 1923, tras restablecerse el sistema de autorizaciones.

			Cuadro 1. Braceros introducidos por la United Fruit y proporción que representan dentro del total de inmigrantes antillanos en Cuba (1923-1929)

			[image: Resultado de imagen para imagenes moralito]

			Fuente: Calculado a partir de Zanetti y García (1976, cuadro 20) y Álvarez Estévez (1988, tablas VI y VII).

			Como puede apreciarse, las necesidades de fuerza de trabajo de la United Fruit fueron en aumento, a pesar de que la demanda de braceros antillanos por otras compañías decreció a partir de 1925 en consonancia con la evolución de la producción azucarera cubana, que tras alcanzar un récord en ese año tendió a disminuir hacia finales de la década, salvo un breve repunte en 1929. Tal contraste se explica porque en esos años los dos centrales de la compañía continuaron ampliando sus capacidades, de modo que entre 1923 y 1928 sus producciones se incrementaron aproximadamente en 30%.

			La contratación de braceros por la United Fruit muestra tendencias semejantes a las que ya se apuntaron a escala nacional. La compañía promovió inicialmente la contratación de jamaicanos, más versátiles como trabajadores y que se comunicaban en el mismo idioma que los funcionarios norteamericanos. Esos y otros factores influyeron sin duda en su asentamiento. En 1916, la División Banes registraba 1.376 jamaicanos residiendo en sus propiedades, incluyendo cierto número de mujeres y niños, lo cual representaba un aumento de más de un millar respecto a los súbditos británicos censados cinco años antes. La presencia jamaicana parece haber continuado siendo mayoritaria hasta 1920, pero al reimplantarse el régimen de autorizaciones en 1923, resultó más expedita la introducción de haitianos, que además demostraban ser especialmente eficaces en el corte de caña, tarea que entonces demandaba el mayor número de brazos.

			A partir de 1917, cuando la inmigración de braceros se tornó masiva, la United Fruit utilizó dos modalidades de contratación. La primera, más frecuente durante la fase de entradas libres entre 1917 y 1922, descansaba en contratistas privados con quienes la compañía acordaba un pago global de acuerdo con el número de trabajadores enganchados. Dichos contratistas se encargaban de reclutar los braceros en su país de origen, así como de trasladarlos hasta un puerto previamente determinado, aunque el traslado marítimo podía también correr a cuenta de la United, que para dicha operación disponía de los buques de su Flota Blanca. En la segunda modalidad, los trabajadores eran contratados —principalmente en Haití— por agentes de la compañía, que se hacían cargo de su traslado a Cuba. Esta variante se había practicado desde temprano, pero quedó como procedimiento único a partir de 1923, al entrar en vigor el régimen de autorizaciones que exigía la repatriación de los braceros. La contratación de mano de obra inmigrante era de tanta importancia para la United Fruit y su trasiego revestía tal complejidad que sus divisiones cubanas contaron con empleados de cierta jerarquía especializados en esas operaciones, como fue el caso de Antonio Urbina, cubano nacido en Haití, encargado de la contratación de braceros para la División Preston, quien además fungía como cónsul haitiano en Preston y llegó a tener vivienda asignada en el exclusivo barrio de ese central, reservado a los funcionarios norteamericanos (Álvarez Estévez y Guzmán, 2012, p. 139).

			En torno al tráfico de braceros se articulaba toda una red de intereses. En el caso haitiano, los contratistas reclutadores debían disponer de una licencia y ajustar su operación al reglamento establecido por las autoridades interventoras norteamericanas en el país, mientras que el servicio consular de Haití recibía 18 dólares por los trámites de salida (pasaporte, visa consular, etc.) de cada bracero emigrante. Respecto a los jamaicanos, la United tuvo inicialmente la ventaja de operar desde antaño en Jamaica, lo cual facilitó la contratación de algunos contingentes. Sin embargo, cuando la entrada de braceros se liberalizó en 1917, la mayoría de los jamaicanos comenzó a llegar a Cuba por propia iniciativa. Más instruidos que los haitianos, los braceros jamaicanos —entre los cuales eran muy contados los analfabetos— se informaban sobre las oportunidades y condiciones de empleo en Cuba por los periódicos de su país, como el Gleaner y The Daily Gleaner, en cuyas páginas de anuncios abundaban, además, las ofertas de pasaje de compañía navieras que hicieron del trasiego de braceros un espléndido negocio. El pasaje resultaba relativamente barato —entre 8 y 10 dólares— y, en los casos en que el potencial emigrante no dispusiese de esa cantidad, siempre había negociantes —como Antonio Alomá, representante del central Santa Lucía— que podían adelantar dicha suma y comprometer el trabajo del bracero con una compañía determinada (Chailloux, 2015, pp. 91-100). En los casos (al parecer más numerosos) en que el bracero llegaba a Cuba por cuenta propia, la contratación la realizaban agentes de la United en Santiago de Cuba, Guantánamo u otros pequeños embarcaderos de la costa sur de Oriente. No faltaron entre los jamaicanos braceros con experiencia de trabajo en Cuba que no solo pagaban su pasaje, sino que se contrataban personalmente en las oficinas de la compañía, para prescindir de intermediarios cuyos “servicios” iban siempre en detrimento de los ingresos del trabajador.

			Por lo regular, los braceros llegaban a las instalaciones de la empresa en contingentes más o menos numerosos. Concentrados en el patio de ferrocarriles del central, se les inscribía y asignaba un número que serviría para su identificación. Desde ahí se procedía a distribuirlos por colonias y plantaciones de acuerdo con las necesidades de brazos de la cosecha cañera, alojándolos en barracones construidos en las cercanías del transbordador, donde la caña se pesaba y era trasbordada a los vagones del ferrocarril que la transportaba hasta los molinos del central. Cada uno de esos grupos o cuadrillas era puesto bajo la autoridad de un nuevo contratista, salvo que el contrato inicial estipulase que el mismo contratista que se había ocupado del enganche de los braceros se encargaría también de dirigirlos y supervisar su trabajo en los campos. Cualquiera que fuese la fórmula acordada, entre la compañía y el trabajador mediaba siempre un contratista encargado de manejar la mano de obra, supervisar las labores y pagar los salarios (Zanetti y García, 1976, pp. 238-246).

			
Régimen laboral y condiciones de vida

			Los antillanos venían a Cuba a cortar caña; solo en muy contados casos pudieron iniciar su trayectoria laboral en otras tareas. Ocasionalmente se encontraba trabajo en el desmonte y preparación de terrenos, pero esa faena solía reservarse a cuadrillas de jornaleros españoles. Si algún bracero lograba permanecer en tierras de la compañía azucarera durante el tiempo muerto, quizá pudiera emplearse en la siembra o el cultivo de caña; mas al exigirse la repatriación en la década de 1920, esa posibilidad quedó prácticamente anulada. Durante la zafra, la jornada habitual se extendía de sol a sol y no era raro que ya caída la noche se continuase alzando la caña cortada a las carretas. El bracero en ocasiones acompañaba al carretero —casi siempre cubano— hasta la pesa, pues del pesaje de la caña dependía su salario, aunque esa función, por lo general, estaba en manos del contratista, que a partir de dicha operación ajustaba los pagos de sus trabajadores. El monto del salario pagado a los braceros ha sido asunto muy controvertido. Noticias de prensa y otros testimonios de la época aseguran que el salario recibido por los antillanos era muy inferior —incluso menos de la mitad— del pagado a cubanos y españoles. Sin embargo, los investigadores que han tenido oportunidad de revisar las nóminas y otra información salarial, no solo en la documentación de la United Fruit, sino en la de la Cuban American Sugar, la Manatí Sugar y otras compañías que empleaban braceros, han encontrado escasas evidencias de una diferencia sustancial en los salarios abonados. La importación de braceros, más que provocar un “envilecimiento del salario” al incrementar la oferta de mano de obra, impidió que este aumentase en las regiones centro-orientales, donde escaseaba la fuerza de trabajo; su efecto sobre los salarios fue más bien estabilizador, manteniéndolos dentro de un rango similar al que prevalecía en los ingenios del occidente del país (Zanetti y García, 1976, p. 246; McGillivray, 2009, p. 114).

			No obstante, las condiciones en que el bracero realizaba su trabajo hacían que el salario devengado resultase en la práctica bastante inferior al estipulado, particularmente en el caso de los haitianos, que, desconocedores del idioma y en su gran mayoría analfabetos, eran víctimas fáciles de todo tipo de patrañas. La compañía usualmente pagaba al contratista sobre la base del volumen de caña que semanalmente su cuadrilla había pesado en el trasbordador, quedando al arbitrio de este los pagos individuales a los braceros de acuerdo con las tareas por ellos realizadas. Resulta ocioso advertir que dichos pagos rara vez se correspondían con la cantidad de caña efectivamente cosechada; al bracero se le hacía muy difícil controlar el pesaje de las cañas que había cortado, a menudo desconocía la norma de pago establecida o simplemente era incapaz de calcular la suma de dinero que totalizaba su trabajo en la semana.

			La retribución salarial era solo un segmento de la vasta red de explotación en que se hallaba atrapado el trabajador antillano. Este comenzaba por adeudar el pasaje al contratista o a la compañía —y después de 1922, el costo de su repatriación—, a lo cual se sumaba el pago por el alojamiento, aun cuando se tratase de un inmundo barracón. Por más que minimizase sus necesidades, el bracero se veía obligado a consumir productos a los precios fijados en la red de tiendas de la compañía, que eran, por lo regular, los únicos establecimientos comerciales a su alcance. De acuerdo con lo que estipulase el contrato, podía hacérsele un descuento para atención médica, que en ciertos momentos fue gratuita, aunque cabe advertir que en ese rubro la United Fruit cumplía a cabalidad sus obligaciones, no por particular filantropía, sino porque a los inmigrantes antillanos solían acusarles de ser trasmisores potenciales de enfermedades infecciosas, de modo que el servicio de salud y las campañas contra enfermedades trasmisibles como la malaria permitían desmontar dicho argumento. A esto debe añadirse que el bracero, dada su condición de extranjero, con frecuencia tenía que sufrir los desmanes de la Guardia Rural y otras autoridades cubanas.

			El panorama trazado en los párrafos anteriores describe con exactitud el fatal destino del bracero haitiano; sin embargo, a los jamaicanos y otros antillanos “ingleses” podía tocarles mejor suerte. Tratándose de súbditos británicos, los trabajadores de las West Indies disponían de un servicio consular comprometido con sus derechos, por más que a veces los hiciesen valer a regañadientes. Por su parte, los jamaicanos y demás angloantillanos parecen haber sido bastante celosos en sus reivindicaciones, hasta el punto en que un diplomático británico estimaba que, a comienzos de los años 20, 90% del trabajo cotidiano de su Consulado en Santiago de Cuba consistía en asuntos promovidos por esos inmigrantes (Giovannetti-Torres, 2018).

			A diferencia de sus homólogos haitianos, que casi en su totalidad eran analfabetos, 93% de los jamaicanos entrados en Cuba sabían leer y escribir y estaban familiarizados con las relaciones monetario-mercantiles. Aunque, al igual que los haitianos, la mayoría de los jamaicanos se registraban como jornaleros o labradores a su llegada, una proporción significativa de los inmigrantes anglófonos —casi 10%— declaraba poseer algún oficio. Los factores apuntados y el hecho de hablar el mismo idioma que sus empleadores otorgaron una ventaja a los jamaicanos, no solo con relación a los haitianos, sino también respecto a muchos campesinos cubanos. No era raro, por tanto, que un jamaicano consiguiese trabajar como obrero calificado en el central o en el ferrocarril, se desempeñara como albañil, jardinero, sirviente, chofer y hasta guardajurado, llegando incluso a ser mayoría y hasta copar algunas áreas de trabajo, como sucedía con las labores de estiba en Cayo Juan Claro, embarcadero de la Cuban American en Puerto Padre. Aunque desproporcionada, como suele ocurrir en todo contingente migratorio, la composición por sexos de la inmigración jamaicana registraba una mayor presencia femenina, promediando de 4 a 5 hombres por mujer, frente a una razón de 10 a 20 entre los haitianos. Las jamaicanas supieron abrirse paso y eran muy apreciadas como cocineras y en otros desempeños del servicio doméstico, al igual que como costureras, bordadoras y modistas. Constituidos en familias, los angloantillanos tenían mayor presencia en núcleos urbanos, ya fuese en bateyes de ingenio o poblaciones cercanas (Chailloux, 2002, p. 56).

			A pesar de sus mejores condiciones, los inmigrantes jamaicanos no conseguían escapar a ese elemento fundamental en la triste situación del bracero: el aislamiento. Este tenía una base física, pues los lugares de alojamiento de los trabajadores se hallaban determinados por la compañía, de manera que, aun en núcleos urbanos y caseríos, el antillano se veía condenado a un hábitat segregado. A las distancias físicas se sumaban las culturales; no solo las barreras idiomáticas, sino las diferencias en costumbres y modo de vida que ciertos intereses económicos, al igual que la prensa y algunos políticos que a ellos respondían, manipulaban para alimentar los prejuicios de la población cubana. Tales manejos en ocasiones tenían un hálito científico, como bien lo ilustra la conferencia pronunciada en 1923 por el Dr. Jorge Le Roy en la Academia de Ciencias Médicas, Físicas y Naturales, donde el eminente epidemiólogo acusaba a los inmigrantes antillanos de “[…] haber introducido enfermedades que habíamos borrado de nuestros cuadros nosológicos […]”, así como de la “[…] intromisión en nuestras costumbres de vicios y delitos que caen de lleno dentro de las mallas del Código Penal […]”. En este último “perjuicio” insistía Heraldo de Cuba (1922, 17 de diciembre) Cuba, un periódico de circulación nacional, cuando aseguraba: “En la provincia de Oriente, en Cuba, los haitianos se dedican a la brujería, contaminando a los morenos cubanos con atávico salto atrás […]”, mientras que El Pueblo (1923, 28 de enero), diario de Banes, se hacía eco del sentir del comercio local lamentando que con cada bracero se perdiese un cliente potencial: “Esa plaga de jamaiquinos que arriban a nuestras playas al principio de todas las zafras y se retiran después de terminadas las mismas, cuando a fuerza de ahorro y privaciones voluntarias han logrado reunir respetables cantidades monetarias, es indiscutible que daña grandemente al país”. La repulsa al antillano —y, en particular, al haitiano— era llevada hasta el paroxismo con la acusación de que en sus prácticas religiosas realizaban sacrificios rituales de niños blancos (Le Roy Cassá, 1929, p. 5).

			Las actitudes adversas a los trabajadores antillanos se exacerbaban en las coyunturas críticas, pues a la xenofobia, el racismo y otros prejuicios se sumaban el temor a los despidos y el desempleo. Así ocurrió en 1921, cuando en medio de la crisis generada por la caída del precio del azúcar se desencadenó la violenta campaña contra la contratación de braceros que ya hemos mencionado. Temeroso de que la recesión económica pudiese derivar en un serio conflicto social, el Gobierno ordenó el retorno a sus países de origen de todos los braceros introducidos durante los años de libre contratación que se hallasen ociosos, seguido por otra disposición en la cual se aseguraba que el Estado cubano asumiría el costo de dicha operación. A tal efecto se contrató a varias compañías navieras, pero en algunos casos estas actuaron con lentitud y en otros asumieron una conducta fraudulenta, debido a lo cual en Santiago de Cuba llegaron a concentrarse más de 12.000 antillanos a la espera de ser embarcados, situación que, en menor cuantía, se repitió en otros puertos orientales. Finalmente, fueron repatriados varios contingentes, cuyo transporte en algunos casos asumieron compañías azucareras, entre las cuales no parece haber figurado la United Fruit. El proceso de repatriación distó de consumarse, pero antes de finalizar 1921, otro decreto presidencial que insistía en su ejecución dispuso que la autorización para importar trabajadores se otorgase solo a las empresas comprometidas a repatriarlos.

			Lejos de lo que podría suponerse —y en ocasiones se ha afirmado—, la repatriación no entrañaba un perjuicio para las compañías que habitualmente empleaban braceros; por el contrario, hay evidencias de que estas solían cumplir con satisfacción el compromiso de reembarcarlos. La conducta de la United Fruit al respecto es bien elocuente.

			Cuadro 2. United Fruit Company: braceros antillanos introducidos y repatriados 1924-1928.

			[image: Resultado de imagen para imagenes moralito]

			Fuente: Zanetti y García Álvarez (1976, cuadro 20).

			Salta a la vista que las cifras de repatriaciones resultaban siempre algo superiores al número de braceros importados cada año. No hay por qué dudar de la exactitud de estos datos, pues proceden de los informes legales internos que anualmente elaboraban las divisiones cubanas de la compañía, ni tampoco la diferencia a favor de los reembarques puede atribuirse a que la compañía introdujese inmigrantes ilegales, ya que las autorizaciones gubernamentales satisfacían plenamente las solicitudes de las empresas y podían aumentarse con facilidad. Una explicación bastante razonable de las diferencias entre salidas y entradas es que estas ocurrían porque la United, junto con los braceros introducidos anualmente, repatriaba cierta cantidad de antillanos ingresados con anterioridad que habían permanecido en las propiedades de la compañía. Esa mano de obra, dadas las facilidades otorgadas por el Gobierno cubano para importar trabajadores, ya no resultaba necesaria y podía constituir una fuente de problemas al permanecer ociosa durante el tiempo muerto. Documentos procedentes de los archivos de la Cuban American Sugar Company, cuyos centrales Chaparra y Delicias eran los otros grandes “importadores” de braceros en la región nororiental, ponen en evidencia un interés similar por repatriarlos, conducta que no puede atribuirse a la sola preocupación por recuperar la fianza de 20 pesos por inmigrante que las compañías debían depositar como garantía de su repatriación.

			En realidad, la inmigración estacional era el recurso perfecto para las compañías azucareras norteamericanas, pues solo tenían que mantener a los braceros durante el tiempo de zafra cuando estos permanecían ocupados. Y como el aumento de la productividad fue reduciendo progresivamente la duración de la cosecha, devolver al trabajador innecesario a su país resultaba una genuina solución. De no haber existido esa posibilidad, las compañías habrían tenido que buscarles una ocupación remunerativa, correr el riesgo de que estos escapasen a otras zonas en busca de trabajo o asumir el peligro, aún mayor, de mantener un foco de descontento y agitación dentro de sus propiedades. El movimiento laboral de los antillanos en los años 20 se configuró por tanto como una “inmigración golondrina”. Una encuesta realizada por la United Fruit entre los braceros en 1927 lo atestigua:

			Cuadro 3. United Fruit Company: viajes realizados por los braceros contratados, 1927

			[image: Resultado de imagen para imagenes moralito]

			Fuente: Zanetti y García Álvarez (1976, cuadro 21)

			El análisis de los datos demuestra que el 75% de los antillanos que trabajaban para la United en ese año habían estado antes en Cuba, en su mayoría en más de una ocasión.

			A finales de la década de 1920, sin embargo, la fórmula mágica de la inmigración estacional daba visibles muestras de agotamiento. La sobreproducción mundial de azúcar, las restricciones de las zafras decretadas a partir de 1926 por el Gobierno cubano para enfrentar la caída del precio del dulce, así como la política arancelaria norteamericana indicaban con toda claridad que la producción azucarera en Cuba no solo había dejado de crecer, sino que sus perspectivas futuras apuntaban a un declive. La coyuntura depresiva dio nuevo impulso a las corrientes de opinión contrarias a la contratación de antillanos, tanto en los medios obreros, para los que la inmigración constituía una seria amenaza ante la tendencia declinante en la oferta de empleo, como en otros sectores de la sociedad movidos por intereses económicos y sentimientos racistas. La decisión de reservar a los cubanos la mitad de los empleos creados por el plan de obras públicas ideado por el gobierno de Gerardo Machado para contrarrestar los efectos recesivos la restricción de las zafras era un claro indicio de que el Estado actuaría a favor de sus nacionales. Y para corroborarlo, la dictadura de Machado comenzó a deportar inmigrantes antillanos, para lo cual requirió —y obtuvo— la cooperación de varios Gobiernos (Carr, 1998, p. 104).

			Consciente de que la importación de braceros estaba tocando a su fin, en 1928 la United Fruit puso en marcha un “plan de colonización” para asentar familias cubanas en sus tierras, a las cuales se dotaría de vivienda y una pequeña parcela de autoconsumo. A comienzos de 1929, en la División Preston, esas viviendas, distribuidas en varios caseríos, alojaban un total de 632 familias, con lo cual se garantizaba la disponibilidad de unos 1.400 trabajadores. Aunque en su gran mayoría se trataba de jornaleros cubanos o españoles, 71 de esas familias estaban constituidas total o parcialmente por jamaicanos y haitianos que también fueron asentados como mano de obra. En Banes se siguió una política similar, de modo que, en la zafra de 1931, esa división empleó 921 antillanos, lo cual representaba el 27% del total de macheteros que trabajaron durante esa cosecha. Cabe destacar que entre esos trabajadores ya no figuraba ningún bracero importado, pues, aunque la United fue autorizada a traer 9.000 antillanos en 1929, según las evidencias disponibles, dicha contratación no se hizo efectiva.

			De acuerdo con el censo efectuado en 1931, se hallaban en Cuba algo más de 100.000 antillanos, de los cuales aproximadamente la mitad residían en la provincia de Oriente. Con un desempleo que en el momento más agudo de la crisis (1933) se estimó que afectaba a casi un tercio de la población activa del país, la presión ejercida sobre esos inmigrantes alcanzó su mayor intensidad. El Gobierno provisional revolucionario que asumió el poder en septiembre de 1933 promulgó en noviembre de ese año el decreto-ley de Nacionalización del Trabajo, el cual estipulaba que la mitad de los trabajadores de todas las empresas del país debían ser cubanos. En el mes anterior, ratificando la política iniciada por la depuesta dictadura de Machado, el gobierno provisional había dictado otro decreto (2332 de 1933) que disponía la repatriación forzosa de los extranjeros sin trabajo ni recursos. Aunque esa medida parecía destinada más bien a los inmigrantes españoles, el reglamento de la llamada “Ley del 50%”, dictado antes de finalizar ese año, se enfiló directamente hacia los braceros, sobre todo los haitianos, al declarar sujetos a deportación a todos los extranjeros que se encontrasen ilegalmente en el país. La medida debía ser aplicada con la cooperación del Ejército, participación esta última que dio lugar a numerosas escenas de violencia y diversas atrocidades, incluyendo la deportación de inmigrantes establecidos por muchos años en Cuba, donde habían llegado a constituir familias (Álvarez Estévez, 1988, pp. 213-257).

			En julio de 1934, se calculaba que ya habían sido reembarcados 8.000 braceros, en su mayoría haitianos, según un informe rendido por Rogelio Pina, a quien el Gobierno había encomendado un estudio de esa cuestión. Pina reportaba que los representantes de las mayores compañías azucareras en Camagüey y Oriente alegaban que los antillanos a su servicio no estaban desempleados y, por tanto, no representaban una carga pública. En particular, la United Fruit consiguió evitar la repatriación de cierto número de braceros, en especial jamaicanos, asentados en sus propiedades, algunos de los cuales se acogieron a la posibilidad de obtener una carta de naturalización abierta por la ley constitucional promulgada en 1935. No obstante ese recurso, todavía al finalizar la década de 1930, se hacían deportaciones de antillanos; según lo informado por el administrador de Preston, en 1943 solo quedaban 595 de esos trabajadores asentados en el área de su división, circunstancia que le hacía temer que ocurriese un déficit de mano de obra al recuperarse la producción azucarera en la coyuntura de la Segunda Guerra Mundial.
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